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solicitud de un Procurador de oficio en Oviedo, resultaba
no sólo adecuada sino se erigía en el único medio del
que el apelante disponía para cumplir la exigencia pro-
cesal del citado art. 734 LEC. Por otra parte, esta petición
además de autorizada por el art. 844 LEC, en su versión
tras la Ley 1/1996 de asistencia jurídica gratuita, era
perfectamente posible al constituir el derecho a ser repre-
sentado por un Procurador uno de los que integran el
contenido material del derecho a la asistencia jurídica
gratuita (art. 6.3 LAJG).

Dicho lo anterior, pierde consistencia la afirmación
de la Audiencia de que no era procesalmente posible
el nombramiento de un Procurador de oficio, al tratarse
de un procedimiento en el que este profesional no era
preceptivo, pues el art. 6.3 LAJG expresamente permite,
como uno de los contenidos materiales del derecho a
la asistencia jurídica gratuita, la «Defensa y represen-
tación gratuitas por Abogado y Procurador en el pro-
cedimiento judicial, cuando la intervención de estos pro-
fesionales sea legalmente preceptiva o, cuando no
siéndolo, sea expresamente requerida por el Juzgado
o Tribunal mediante Auto motivado para garantizar la
igualdad de las partes en el proceso».

Por tanto, el apelante, ante la imposibilidad de esta-
blecer un domicilio en el lugar de la sede del Tribunal
que debía conocer del recurso, como exigía el art. 734
LEC, y ante la imposibilidad igualmente de contar con
un Procurador de su libre elección, y dado que tenía
reconocido judicialmente el derecho de asistencia jurí-
dica gratuita, solicitó un Procurador del turno de oficio,
en el propio escrito de interposición del recurso, petición
que no sólo estaba avalada por el art. 6.3 LAJG, sino
que también era perfectamente viable conforme una
interpretación conjunta y teleológica de los entonces
vigentes arts. 4, 6 y 844 LEC (este último permitía for-
mular la petición al apelante al tiempo de hacerle el
emplazamiento para comparecer ante el órgano ad
quem, lo que, dado el tipo de procedimiento en el que
estamos en el que no existe este trámite, cabe entenderlo
referido al momento de la interposición del recurso,
como se hizo).

Hecha esta petición, la Audiencia, ponderando las
circunstancias, podía haber nombrado el Procurador soli-
citado o bien haberlo dado por cumplido, practicando
los actos de comunicación procesal directamente en el
domicilio del apelante o delegando en el Juez a quo
para ello, pero nunca privarle de la segunda instancia
por el incumplimiento de un requisito procesal que no
era imputable al litigante dadas sus circunstancias per-
sonales. No haciéndolo así, rechazó el recurso de ape-
lación mediante una interpretación irrazonable de las
normas procesales y del eventual defecto advertido que,
en cuanto que le privó de un pronunciamiento sobre
el fondo de la cuestión controvertida en la Sentencia
impugnada, vulneró su derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE) donde se incluye el derecho a los
recursos legalmente establecidos, máxime cuando la pro-
pia Constitución cuida de garantizar la gratuidad de la
justicia a quienes acrediten insuficiencia de recursos para
litigar (art. 119 CE).

4. Sin embargo, la estimación del amparo sólo pro-
cede respecto de don Juan José Sánchez Pidal ya que
él fue el único demandado en el juicio de desahucio
que interpuso el recurso de apelación que el Auto recurri-
do declaró inadmitido, pues doña Ángeles Valdés Fom-
bona, pese a ser igualmente demandada y condenada
al desalojo por la Sentencia apelada por su esposo, no
interpuso el recurso de apelación contra dicha Sentencia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Juan José Sán-
chez Pidal, denegándoselo a doña Angeles Valdés Fom-
bona y, en su virtud:

1.o Reconocer que se ha lesionado el derecho de
don Juan José Sánchez Pidal a la tutela judicial efectiva.

2.o Restablecerle en su derecho y a tal fin declarar
la nulidad del Auto de 21 de abril de 1997 dictado
en dicho rollo de apelación, reponiendo las actuaciones
al momento inmediatamente anterior al de dictarse dicho
Auto, para que la Sala prosiga con la tramitación del
recurso hasta dictar la Sentencia que resulte procedente
en Derecho sobre el fondo del asunto.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de octubre de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

21705 Sala Segunda. Sentencia 202/2001, de 15
de octubre. Recurso de amparo 2462/98.
Promovido por don José Antonio Martino
Gutiérrez frente a las Sentencias de un Juz-
gado de lo Penal y de la Audiencia Provincial
de Santander, que le condenaron por un delito
de contrabando.
Vulneración parcial del derecho al secreto de
las comunicaciones: intervención telefónica
proporcionada y motivada, pero prorrogada
sin motivación (STC 181/1995).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2462/98, promovido
por don José Antonio Martino Gutiérrez, representado
por la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Juliá
Corujo y asistido por el Letrado don Ignacio Álvarez-Buy-
lla Fernández, contra la Sentencia dictada por la Sección
Segunda de la Audiencia Provincial de Santander el 30
de abril de 1998, en el rollo de Sala núm. 2/98, al
resolver el recurso de apelación interpuesto contra la
dictada por el Juzgado de lo Penal núm. 1 de Santander
el 23 de octubre de 1997 en causa seguida por delito
de contrabando. Han comparecido don Jesús Manuel
Rubio Domínguez, representado por la Procuradora de
los Tribunales doña Amalia Jiménez Andosilla y asistido
del Letrado don Federico Monteoliva Robles, el Abogado
del Estado y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Guillermo Jiménez Sánchez, quien
expresa el parecer de la Sala.
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I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado el 2 de junio de 1998
la Procuradora de los Tribunales doña Isabel Juliá Corujo,
en nombre y representación de don José Antonio Mar-
tino Gutiérrez, interpone recurso de amparo contra la
Sentencia mencionada en el encabezamiento.

2. Los hechos a los que se hace referencia en la
demanda de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) En el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Santander
se incoaron las diligencias indeterminadas 69/92 para
la investigación de un posible delito de contrabando,
que fueron posteriormente transformadas en las diligen-
cias previas 849/92, las cuales dieron lugar al proce-
dimiento abreviado 99/93 del mismo Juzgado, cuyo
enjuiciamiento correspondió al Juzgado de lo Penal núm.
1 de Santander (juicio oral 752/96), dictándose en fecha
23 de octubre de 1997 Sentencia cuyo pronunciamien-
to, en lo que respecta al ahora recurrente, fue de condena
como autor responsable de un delito de contrabando,
previsto y penado en el art. 1.1, subapartados 2 y 3,
de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, sin con-
currencia de circunstancias modificativas, a las penas
de dos años de prisión y cinco millones quinientas mil
pesetas de multa, con responsabilidad personal subsi-
diaria en caso de impago de tres meses, así como al
pago, junto con los otros condenados, de las cuatro quin-
tas partes de las costas y a indemnizar al Estado en
dos millones trescientas ochenta y seis mil trescientas
dos pesetas.

b) Interpuesto por el recurrente, así como por otros
encausados, recurso de apelación contra dicha Senten-
cia, el del señor Martino Gutiérrez fue desestimado ínte-
gramente por Sentencia de 30 de abril de 1998, dictada
por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de
Santander, en la que se le impusieron las costas deven-
gadas en su recurso.

3. El recurso de amparo deducido frente a esta últi-
ma resolución judicial denuncia la vulneración de los
derechos al secreto de las comunicaciones, a la pre-
sunción de inocencia y a un proceso con todas las garan-
tías contemplados en los arts. 18.3 y 24.2 CE. Se alega
al respecto, en síntesis, que los Autos dictados por el
Juzgado de Instrucción núm. 2 de Santander, que fue
el que instruyó la causa, decretando la intervención, gra-
bación y escucha telefónica, así como los de las pos-
teriores prórrogas de la medida, son nulos de pleno dere-
cho al haberse dictado con ausencia de los requisitos
esenciales (proporcionalidad, motivación y control judi-
cial) para que una resolución judicial pueda limitar dere-
chos fundamentales de un ciudadano; en cuanto a la
denunciada vulneración del derecho a la presunción de
inocencia se estima que no quedó acreditado en el pro-
cedimiento que el tabaco aprehendido fuese de proce-
dencia extracomunitaria; y, por último, se afirma que
se habría vulnerado el derecho fundamental a un proceso
con todas las garantías, entre las que hay que incluir
la de a un Juez imparcial, por cuanto la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de Santander carecía de impar-
cialidad objetiva al estar contaminada por haber cono-
cido con antelación uno de sus componentes de un recur-
so de queja planteado en el curso de la tramitación de
la causa.

4. Por providencia de 15 de octubre de 1998 la
Sección Tercera de este Tribunal acordó conceder al
demandante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo
común de diez días para que formularan las alegaciones
que estimaran pertinentes en relación con la carencia
manifiesta de contenido constitucional de la demanda
[art. 50.1 c) LOTC].

5. Mediante escrito registrado el 27 de octubre de
1998 la Procuradora doña Isabel Juliá Corujo reiteró
los argumentos vertidos en la demanda de amparo,
acompañando copia simple de los Autos que acordaban
la intervención telefónica y las consiguientes prórrogas
de ésta.

6. El Fiscal del Tribunal Constitucional, en escrito
registrado el 10 de noviembre de 1998, evacuó el trá-
mite conferido, solicitando la inadmisión a trámite del
recurso. Al efecto adujo, en síntesis, que la Sentencia
impugnada da cumplida respuesta, con rigurosa aplica-
ción de la doctrina constitucional, a las quejas sobre
las que el recurrente sustenta su recurso de amparo.

7. Por providencia de 22 de abril de 1999, la Sec-
ción Cuarta de este Tribunal acordó, antes de entrar
a resolver sobre la admisibilidad del recurso, dirigir atenta
comunicación al Juzgado de lo Penal núm. 1 de San-
tander a fin de que, a la mayor brevedad posible, remi-
tiera certificación o fotocopia adverada de los oficios
en los cuales el Servicio de Vigilancia Aduanera solicitó
la intervención, grabación y escucha telefónica de las
extensiones números 33.77.30 y 58.05.73, así como
las prórrogas de dichas intervenciones, grabaciones y
escuchas, oficios obrantes en el procedimiento abreviado
núm. 99/93, del Juzgado de Instrucción núm. 2 de San-
tander (antes diligencias previas núm. 849/92 y dili-
gencias indeterminadas núm. 69/92).

8. La Sala Segunda, mediante providencia de 9 de
marzo de 2000, acordó, de conformidad con lo dispuesto
en el art. 11.2 LOTC, conocer del presente recurso de
amparo y admitir a trámite la demanda únicamente en
lo que se refiere a la denuncia de la lesión del art. 18.3
CE (derecho al secreto de las comunicaciones). Por ello,
en aplicación de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, acordó
dirigirse a la Sección Segunda de la Audiencia Provincial
de Santander a fin de que remitiera certificación de las
actuaciones correspondiente al rollo de Sala 2/1998.
Asimismo se requirió al Juzgado de lo Penal núm. 1
de Santander que remitiera certificación de las actua-
ciones correspondientes al procedimiento abreviado
núm. 152/1996; debiendo previamente emplazarse,
para que en el plazo de diez días pudieran comparecer
en el recurso de amparo y defender sus derechos, a
quienes hubieran sido parte en el procedimiento, excepto
a la parte recurrente en amparo.

La Sala también acordó por unanimidad, en aplicación
de lo establecido en el art. 50.1 c) LOTC: «inadmitir la
queja relativa a la supuesta vulneración del derecho a
la presunción de inocencia que proclama el art. 24.2
CE, y que gravita sobre la falta de actividad probatoria
en relación con la procedencia extracomunitaria del taba-
co incautado. Este extremo es objeto de análisis detenido
en la Sentencia de apelación. Su fundamento jurídico
segundo, apartado II, que cita el fundamento jurídico
7 de la Sentencia de instancia, consigna con todo detalle
la actividad probatoria legalmente practicada en que se
funda tal elemento del hecho probado. Es la prueba direc-
ta, documental y testifical, practicada en el juicio oral,
la que sirve de sustrato probatorio respecto de tal extre-
mo. No es preciso recordar una vez más que, consignada
la existencia de actividad probatoria, este Tribunal debe
abstenerse de incidir en su valoración que corresponde,
conforme al art. 117.3 CE, de modo exclusivo a los órga-
nos de la jurisdicción (SSTC 107/1985, 6/1987,
137/1988, 44/1989, 65/1992, 133/1994 y
153/1997, entre otras)».

La Sala, por último, resolvió, igualmente por unani-
midad, inadmitir a trámite, conforme a lo establecido
en el art. 50.1 c) LOTC: «la queja relativa a la supuesta
vulneración del derecho a un proceso con todas las
garantías, en cuanto que uno de los Magistrados que
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dicta la Sentencia de apelación había intervenido con
anterioridad en la resolución de un recurso de queja,
formalizado por otro recurrente, durante la instrucción,
respecto del Auto que decretó la medida de intervención
telefónica. Tampoco esta queja puede ser acogida. La
idea esencial de la pérdida de imparcialidad objetiva por
el Juzgador, estriba, según la doctrina de este Tribunal,
en estos casos (SSTC 145/1988, 139/1991,
136/1992, 157/1993, 138/1994, 60/1995 y
142/1997, entre otras), en la acumulación de funciones
de instrucción y fallo en la misma persona. Pero, en
el caso que nos ocupa, es de toda evidencia que el cono-
cimiento del recurso en cuestión en modo alguno supuso
la realización de actos de instrucción. El recurso de queja
a que se refiere el actor se interpuso respecto del Auto
que decretó la medida de intervención telefónica, pero
su objeto va referido exclusivamente a la insuficiencia
de la motivación y a la falta de control por parte del
órgano instructor. Así pues, lo que se resolvió en el recur-
so de queja, desestimatorio, fueron dos exigencias cons-
titucionales que afectaban a un medio de investigación,
pero sin incidir en momento alguno en la investigación
misma, por mucha transcendencia que deba otorgarse
a aquella alegación. Ante esta realidad procesal, tal como
estima el Fiscal, con rigurosa observancia de la doctrina
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y de la juris-
prudencia constitucional, en modo alguno aquel Auto
entraña actuación que suponga “averiguación, califica-
ción o juicio sobre los hechos” como señalan, entre otras,
las SSTC 164/1988, 151/1991 y 7/1997».

9. Por otra providencia, de igual fecha que la ante-
rior, 9 de marzo de 2000, la Sala acordó formar la opor-
tuna pieza para la tramitación del incidente sobre la sus-
pensión solicitada. Por Auto de 5 de mayo de 2000
la Sala resolvió suspender la ejecución de las Sentencias
impugnadas en lo que se refiere a la pena de dos años
de prisión y accesorias, así como a la responsabilidad
personal subsidiaria en caso de impago de la multa, dene-
gándose la suspensión en cuanto a los demás pronun-
ciamientos condenatorios.

10. Mediante escrito registrado el 29 de marzo de
2000, el Abogado del Estado solicitó ser tenido por per-
sonado en el recurso de amparo.

11. A través de escrito registrado el 14 de abril
de 2000 la Procuradora de los Tribunales doña Amalia
Jiménez Andosilla, en nombre y representación de don
Jesús Manuel Rubio Domínguez, compareció en el pre-
sente recurso de amparo adhiriéndose a él.

12. En diligencia de ordenación de la Sala de 1
de junio de 2000 se acordó: 1) Tener por personados
y partes en el procedimiento al Abogado del Estado y
a la Procuradora doña Amalia Jiménez Andosilla, esta
última en nombre y representación de don Jesús Manuel
Rubio Domínguez, acordándose entender con ellos las
sucesivas actuaciones. 2) Dar vista de las actuaciones
recibidas a las partes personadas y al Ministerio Fiscal
por plazo común de veinte días al objeto de que pudieran
presentar las alegaciones que estimasen oportunas, con-
forme determina el art. 52.1 LOTC.

13. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional evacuó
el trámite conferido mediante escrito registrado el 23
de junio de 2000. En él interesó la concesión de amparo
por vulneración del derecho al secreto de las comuni-
caciones del actor.

A este efecto se refiere a la última doctrina de este
Tribunal sobre tal derecho (SSTC 49/1999, 171/1999
y 92/2000), y advierte posteriormente que en el pre-
sente supuesto el Servicio de Vigilancia Aduanera (en
lo sucesivo, SVA) se dirigió al órgano instructor en soli-
citud de intervención de dos teléfonos del ahora recurren-

te, explicando de forma extensa la razón de tal petición
(folios 9, 10, 11 y 12 de la causa). El órgano judicial,
Juez de Instrucción núm. 2 de Santander, dictó Auto
de intervención telefónica, con fecha 30 de junio de
1992, en el que hacía remisión expresa al precedente
oficio del SVA así como a la conveniencia de la inter-
vención para los fines de la investigación que se estaba
realizando, y autorizaba la intervención por el plazo de
un mes, estableciendo la obligación de que a su término
se diera cuenta del resultado alcanzado en ella.

Señala el Ministerio Público que, tal como consta,
y no se discute, lo que se estaba investigando era una
actividad de contrabando, realizada por el recurrente a
través de una compleja organización tanto de personas
como de medios, actividad cuya realidad aparecía jus-
tificada de forma contundente. La actividad realizada
consistía en colocar en el mercado tabaco al margen
del mecanismo legal establecido, lo que arroja una altí-
sima rentabilidad económica por cuanto el coste de la
mercancía de que se trata es mínimo, al estar muy gra-
vada fiscalmente la comercializada a través de los cauces
correctos (gravamen impuesto, entre otras razones, por
motivos sanitarios; esto es, con una finalidad disuasoria
para el consumo, dados los perjuicios que comporta a
la salud el fumar tabaco). El contrabando considerado
no sólo merma los ingresos de la Hacienda pública, sino
que pone en peligro puestos de trabajo (los de aquellos
productores que se acomodan a la normativa legal), inci-
de sobre la política restrictiva del consumo, de índole
sanitaria, diseñada por el legislador, y, por último, al dar
lugar a una comercialización del tabaco efectuada sin
ningún tipo de control en cuanto a su conservación, mani-
pulación, caducidad, etc., incide aún más negativamente
sobre la salud de los consumidores al poner en el mer-
cado productos no controlados. El tipo delictivo está con-
minado con penas privativas de libertad (en la anterior
normativa, penas de hasta seis años de prisión menor;
en la actualidad, penas de hasta tres años de prisión).
Por lo tanto, ni desde la vertiente penalógica, ni desde
cualquier otra (sanitaria, económica, social, etc.), la
infracción puede calificarse de menor.

En el caso, afirma el Fiscal, no pueden cuestionarse,
ni la existencia de indicios de hechos constitutivos de
delito, ni la conexión de la persona investigada con ellos,
ni, por último, la necesidad estricta de la medida acor-
dada en la resolución judicial frente a la que se pide
amparo, dado el tipo de actividad fuertemente profe-
sionalizada que la ha motivado, en la cual los intervi-
nientes son conocedores de la normativa existente y
por ello no suelen transportar mercancías por encima
del límite en que está situada la infracción administrativa,
lo que les permite, en caso de su aprehensión, la con-
tinuación a bajo costo de su ilícito tráfico. La intervención
aparece así como necesaria, en este tipo de delitos, como
único medio para detectar los lugares de almacenamien-
to de los géneros objeto de contrabando o los grandes
movimientos de éstos. En el supuesto analizado con-
curría, además, dado el extenso curso del tiempo en
el cual la actividad se realizaba, un profundo conoci-
miento de los medios personales y materiales del servicio
de represión, lo que imposibilitaba o dificultaba consi-
derablemente la vigilancia y el seguimiento de los hechos
perseguibles, lo que se unía a la existencia de una estruc-
tura organizativa con pluralidad de personas y medios
que también favorecía la impunidad de la actividad que
había permitido a la persona investigada adquirir una
nada desdeñable riqueza. Por todo ello resulta evidente
la falta de consistencia de la queja aducida.

Ahora bien, precisa el Ministerio Público, ocurre que
la intervención acordada fue objeto de numerosas prórro-
gas, por lo cual resta por examinar si los Autos de man-
tenimiento de dicha medida cumplieron los requisitos
exigibles al efecto. Sorprende, al examinar las actuacio-
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nes, que cada uno de los Autos fuera precedido exclu-
sivamente (como puede apreciarse en los folios 20, 25
y 30 de la causa) por un escueto oficio de la fuerza
actuante del siguiente tenor: «Como continuación de mi
escrito de fecha de 30 de junio de 1992 sobre solicitud
de intervención telefónica en los números 33/70/20
y 58/05/73 así como el estado actual de las inves-
tigaciones que se realizan, y de las cuales se ha infor-
mado oportunamente a su ilustrísima, por tal presente
solicito se conceda prórroga de dichas intervenciones
telefónicas en los referidos números». Nada más. Ocurre,
además, puntualiza el Fiscal, que los Autos autorizando
las prórrogas utilizan únicamente para la fundamenta-
ción los correspondientes oficios, y que, si se observan
sus fechas, muchas de ellas son posteriores al venci-
miento del plazo de las intervenciones anteriores, siem-
pre acordadas por treinta días, sin que aparezca que
se hubiese cesado en la intervención y procedido a su
posterior reanudación.

Todo ello, a juicio del Ministerio Público, pone de
manifiesto que las prórrogas de las intervenciones de
las comunicaciones telefónicas se acordaron sin expre-
sar razón alguna de las circunstancias que las legitima-
ban, de modo que se imposibilitó el conocimiento y
supervisión de éstas, sin que puedan integrarse por remi-
sión tácita al contenido de la petición inicial, que tan
sólo se refería a una intervención por un determinado
período de tiempo, lo que conllevaba que, para la ulterior
continuación de la intervención, a efectos de que pudiera
entenderse existente el control judicial, debiera haberse
dejado expresa constancia de los resultados obtenidos,
en función de los cuales tendría que haberse, en su caso,
producido la ratificación de la medida por el Juez. Nada
de esto acaeció en el presente supuesto, por lo cual
el Fiscal interesa que se dicte Sentencia otorgando el
amparo, reconociendo el derecho del recurrente al secre-
to de las comunicaciones y anulando los Autos de fechas
31 de julio de 1992, 1 de septiembre de 1992, 6 de
octubre de 1992 y 3 de noviembre de 1992 del Juzgado
de Instrucción núm. 2 de Santander.

14. El Abogado del Estado formuló sus alegaciones
en escrito registrado el 27 de junio de 2000, solicitando
el dictado de una Sentencia denegatoria del amparo
pretendido.

En concreto, en lo que concierne a la denunciada
vulneración del derecho al secreto de las comunicacio-
nes (pues en el escrito se hacen también alegaciones
sobre los otros derechos denunciados por el actor), seña-
la que no hay desproporción en la medida de interven-
ción por causa del delito investigado, como resulta de
los hechos probados de las dos Sentencias y de la soli-
citud e informe del SVA obrante a los folios 10 y 11
de la causa; además la motivación de los Autos del Juz-
gado de Instrucción en los cuales se autoriza y prorroga
la observación telefónica entiende que es constitucio-
nalmente suficiente, a cuyo efecto cita las SSTC
49/1996, 123/1997 y 126/2000. En cuanto al control
judicial de la medida observa que, en el presente caso,
no cabe considerar irregularmente incorporado al suma-
rio el resultado de la intervención telefónica, toda vez
que fue comprobada y adverada bajo fe del Secretario
competente. La exigencia de previa audiencia por el Juez
que autorizó la medida responde a la peculiar concepción
del defensor de la parte actora acerca de lo que debería
ser la actuación judicial cuando se decreta la observación
telefónica. Para ejercer sus facultades de control no hacía
falta que el Juez instructor escuchara íntegramente las
cintas; bastaba que el Coordinador Regional del SVA
informara al Juez de la marcha de las observaciones
telefónicas, como lo hizo y así consta en las solicitudes
de prórroga de la medida. En todo caso, sea cual sea
la validez que haya de atribuirse a las intervenciones

telefónicas, la conclusión que se obtuviera en relación
con este extremo no podría nunca determinar la inva-
lidación de las Sentencias condenatorias, toda vez que
la demanda de amparo no razona la existencia de una
conexión de antijuricidad entre la intervención telefónica
y el resultado condenatorio, y, además, el recurrente fue
condenado sobre la base de pruebas de cargo (decla-
raciones de coimputados corroboradas por otros hechos)
ajenas a la intervención telefónica.

15. Por diligencia del Secretario de Justicia de la
Sala Segunda de este Tribunal, de 4 de septiembre de
2000, se hace constar que ni la representación del
recurrente ni la de don Jesús Manuel Rubio Domínguez
han formulado alegaciones en el trámite conferido.

16. Por providencia de 11 de octubre de 2001, se
señaló para deliberación, votación y fallo de la presente
Sentencia el día 15 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión esencial que se plantea en este pro-
ceso es decidir si, según propugna el recurrente, en las
resoluciones judiciales dictadas por el Juzgado de lo
Penal núm. 1 de Santander y por la Sección Segunda
de la Audiencia Provincial de dicha capital se ha vul-
nerado su derecho al secreto de las comunicaciones;
pues, aun cuando en la demanda de amparo se denun-
ciaba también la vulneración de otros derechos, la cues-
tión a resolver quedó acotada dentro del trámite de admi-
sión en el extremo concreto relativo a dicho derecho,
conforme queda indicado en los antecedentes.

2. Al comenzar el análisis de la denunciada vulne-
ración del derecho al secreto de las comunicaciones ha
de señalarse que la intervención de las comunicaciones
telefónicas sólo puede entenderse constitucionalmente
legítima si está legalmente prevista con suficiente pre-
cisión, si se autoriza por la autoridad judicial en el curso
de un proceso y si se ejecuta con observancia del prin-
cipio de proporcionalidad; es decir, si su autorización
se dirige a alcanzar un fin constitucionalmente legítimo,
como acontece cuando se adopta para la prevención
y represión de delitos calificables de infracciones puni-
bles graves y es idónea e imprescindible para la inves-
tigación de ellos (SSTC 166/1999, de 27 de septiembre,
FFJJ 1 y 2; 171/1999, de 27 de septiembre, FJ 5;
126/2000, de 16 de mayo, FJ 2; 299/2000, de 11
de diciembre, FJ 2; 14/2001, de 29 de enero, FJ 2,
y 138/2001, de 18 de junio, FJ 3, entre las últimas).

En el ámbito de las escuchas telefónicas, como se
recordaba en la STC 126/2000, FJ 6, nuestra doctrina
mantiene que una medida restrictiva del derecho al
secreto de las comunicaciones sólo puede entenderse
constitucionalmente legítima, desde la perspectiva de
este derecho fundamental, si se realiza con estricta
observancia del principio de proporcionalidad (última-
mente SSTC 81/1998, de 2 de abril, FJ 5; 121/1998,
de 15 de junio, FJ 5; 151/1998, de 13 de julio;
49/1999, de 5 de abril, FFJJ 7 y 8; 166/1999, de
27 de septiembre, FJ 2; 171/1999, de 27 de septiem-
bre, FJ 5; y 236/1999, de 20 de diciembre, FJ 3; en
este mismo sentido se ha pronunciado el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos: casos Klass —Sentencia de
6 septiembre de 1978—, Malone —Sentencia de 2 de
agosto de 1984—, Kuslin y Huvig —Sentencia de 24 de
abril de 1990—, Haldford —Sentencia de 25 de marzo
de 1998—, Klopp —Sentencia de 25 de marzo de 1998—
y Valenzuela —Sentencia de 30 de julio de 1998—). Es
decir, si, como antes se ha observado, la medida se
autoriza por ser necesaria para alcanzar un fin cons-
titucionalmente legítimo (como —entre otros—, la defensa
del orden y la prevención de delitos calificables de infrac-
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ciones punibles graves) y resulta idónea e imprescindible
para la investigación (ATC 344/1990, de 1 de octubre;
SSTC 85/1994, de 14 de marzo, FJ 3; 181/1995, de
11 de diciembre, FJ 5; 49/1996, de 26 de marzo, FJ
3; 54/1996, de 26 de marzo, FFJJ 7 y 8; 123/1997,
de 1 de julio, FJ 4; 49/1999, de 5 de abril, FJ 8; y
166/1999, de 27 de septiembre, FJ 5). La comprobación
de la proporcionalidad de la medida ha de efectuarse
analizando las circunstancias concurrentes en el momen-
to de su adopción (SSTC 126/2000, FJ 8; 299/2000,
FJ 2; y 14/2001, FJ 2).

A todo ello ha de añadirse que también incide en
la legitimidad de la medida la falta de expresión o exte-
riorización, por parte del órgano judicial, tanto de la exis-
tencia de los presupuestos materiales de la intervención
(investigación, delito grave, conexión de las personas
con los hechos) cuanto de la necesidad y adecuación
de la medida (razones y finalidad perseguida) (STC
54/1996, FJ 8). El presupuesto habilitante es, como
hemos afirmado reiteradamente, un prius lógico: «pues,
de una parte, mal puede estimarse realizado ese juicio,
en el momento de adopción de la medida, si no se mani-
fiesta, al menos, que concurre efectivamente el presu-
puesto que la legitima. Y, de otra, sólo a través de esa
expresión, podrá comprobarse ulteriormente la idonei-
dad y necesidad (en definitiva, la razonabilidad) de la
medida limitativa del derecho fundamental (SSTC
37/1989, 3/1992, 12/1994, 13/1994, 52/1995,
128/1995, 181/1995 y 34/1996)» (STC 49/1999, de
5 de abril, FJ 7).

3. Pues bien, en aplicación de la doctrina expuesta
no cabe entender que en el caso que motiva el presente
recurso se haya producido por la razón alegada vulne-
ración alguna del art. 18.3 CE. En la demanda de amparo,
dentro de la queja sobre la vulneración del derecho al
secreto de las comunicaciones, se cuestiona, en primer
lugar, la proporcionalidad de la medida de intervención
de las comunicaciones telefónicas por la escasa entidad
del delito para cuya investigación se acordó la misma.
A juicio del recurrente la intervención no es respetuosa
con el principio de proporcionalidad al tratarse de un
ilícito conminado con una pena no muy elevada (de seis
meses a tres años de prisión) y con un escaso reproche
o transcendencia social.

Como ya ha señalado este Tribunal (SSTC 299/2000,
FJ 2, y 14/2001, FJ 3) resolviendo una alegación idén-
tica, no puede sostenerse que en el momento en que
el órgano judicial adoptó la medida los hechos inves-
tigados de contrabando de tabaco fueran constitutivos
de un delito leve o menos grave en atención a la pena
prevista, pues, de acuerdo con lo dispuesto en el art.
27 del Código Penal (texto refundido de 1973), entonces
vigente, la pena de prisión menor prevista en el art. 2.1
de la Ley Orgánica 7/1982, de 13 de julio, modificadora
de la legislación en materia de contrabando, junto con
la de multa de tanto al duplo del valor de los géneros
aprehendidos, estaba calificada como pena grave, por
lo que no puede descartarse que, en atención a la pena,
los hechos investigados pudieran ser calificados de
infracción grave. Por otra parte, la gravedad de los
hechos no ha de determinarse únicamente por la cali-
ficación de la pena legalmente prevista, sino que también
han de tenerse en cuenta el bien jurídico protegido y
la relevancia social de la actividad. En la exposición de
motivos de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciem-
bre, de represión del contrabando, el legislador demo-
crático ha plasmado esa relevancia social al proclamar
que: «El impacto social, económico y recaudatorio del
comercio ilegítimo de labores de tabaco obliga a inten-
sificar la reacción jurídica frente a este ilícito». En defi-
nitiva, no puede cabalmente decirse que, en este caso,
no haya sido observado el requisito de la proporcio-
nalidad.

4. También denuncia el recurrente que tanto el Auto
de 30 de junio de 1992, por el que se autorizó la inter-
vención telefónica, como los posteriores, que acordaron
las prórrogas (de 31 de julio, 1 de septiembre, 6 de
octubre y 3 de noviembre), están carentes de motivación
pues no reflejan hechos concretos, reales y ciertos.

Es claro que la resolución judicial en la que se acuerda
la medida de intervención telefónica o su prórroga debe
expresar o exteriorizar, como tiene declarado este Tri-
bunal Constitucional, las razones fácticas y jurídicas que
apoyan la necesidad de la intervención, esto es, cuáles
son los indicios que existen acerca de la presunta comi-
sión de un hecho delictivo grave por una determinada
persona, así como determinar con precisión el número
o números de teléfono y las personas cuyas conversa-
ciones han de ser intervenidas (que, en principio, deberán
serlo las personas sobre las que recaigan los indicios
referidos), el tiempo de duración de la intervención, quié-
nes han de llevarla a cabo y cómo, y los períodos en
los que deba de darse cuenta al Juez de sus resultados
para controlar su ejecución (SSTC 49/1996, FJ 3, y
236/1999, FJ 3). Así pues también se deben exteriorizar
en la resolución judicial, entre otras circunstancias, los
datos o hechos objetivos que puedan considerarse indi-
cios que apoyen la apreciación de la existencia del delito
y de la conexión de una o varias personas con él (STC
171/1999, FJ 8). En efecto, el juicio sobre la legitimidad
constitucional de la medida exige verificar si la decisión
judicial apreció razonadamente la conexión entre el suje-
to o sujetos que iban a verse afectados por la medida
y el delito investigado (existencia del presupuesto habi-
litante) y analizar después si el Juez tuvo en cuenta tanto
la gravedad de la intromisión en el secreto de las comu-
nicaciones como su idoneidad e imprescindibilidad para
asegurar la defensa del interés público, pues «la conexión
entre la causa justificativa de la limitación pretendida
—la averiguación de un delito— y el sujeto afectado por
ésta —aquél de quien se presume que pueda resultar
autor o partícipe del delito investigado o puede hallarse
relacionado con él— es un prius lógico del juicio de pro-
porcionalidad» (STC 49/1999, FJ 8, doctrina que rei-
teran las SSTC 166/1999, FJ 8; 171/1999, FJ 8; y
299/2000, FJ 4).

La relación entre la persona investigada y el delito
se manifiesta en las sospechas, que no son tan sólo
circunstancias meramente anímicas, sino que: «precisan,
para que puedan entenderse fundadas, hallarse apoya-
das en datos objetivos que han de serlo en un doble
sentido. En primer lugar, en el de ser accesibles a ter-
ceros, sin lo que no serían susceptibles de control. Y,
en segundo lugar, en el que han de proporcionar una
base real de la que pueda inferirse que se han cometido
o que se va a cometer el delito, sin que puedan consistir
en valoraciones acerca de la persona. Esta mínima exi-
gencia resulta indispensable desde la perspectiva del
derecho fundamental, pues si el secreto pudiera alzarse
sobre la base de meras hipótesis subjetivas, el derecho
al secreto de las comunicaciones, tal y como la CE lo
configura, quedaría materialmente vacío de contenido»
(STC 49/1999, FJ 8). Esas sospechas han de fundarse
en «datos fácticos o indicios que permitan suponer que
alguien intenta cometer, está cometiendo o ha cometido
una infracción grave», o «en buenas razones o fuertes
presunciones de que las infracciones están a punto de
cometerse (Sentencias del Tribunal Europeo de Derechos
Humanos de 6 de septiembre de 1978 —caso Klass—
y de 5 de junio de 1992 —caso Lüdi)», o, en los términos
en que se expresa el actual art. 579 LECrim, en «indicios
de obtener por estos medios el descubrimiento o la com-
probación de algún hecho o circunstancia importante
de la causa» (art. 579.1) o «indicios de responsabilidad
criminal» (art. 579.3; SSTC 49/1999, FJ 8; 166/1999,
FJ 8; 171/1999, FJ 8, 299/2000, FJ 4; y 14/2001,
FJ 5).
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Se trata, en consecuencia, de determinar si, en el
momento de pedir y adoptar la medida de intervención,
se pusieron de manifiesto ante el Juez y se tomaron
en consideración por éste elementos de convicción que
constituyan algo más que meras suposiciones o con-
jeturas de la existencia del delito o de su posible comisión
y de que las conversaciones que se mantuvieran a través
de la línea telefónica indicada eran medio útil de ave-
riguación del delito. Es decir, si se ponderó correcta-
mente la existencia de datos objetivos que permitieran
precisar que dicha línea era utilizada por las personas
sospechosas de su comisión o por quienes con ella se
relacionaban, y que, por lo tanto, no se trataba de una
investigación meramente prospectiva, pues el secreto
de las comunicaciones no puede ser desvelado para
satisfacer la necesidad genérica de prevenir o descubrir
delitos o para despejar las sospechas sin base objetiva
que surjan en los encargados de la investigación, ya
que de otro modo se desvanecería la garantía formal-
mente consagrada en el art. 18.3 CE (SSTC 49/1999,
FJ 8; 166/1999, FJ 8; y 171/1999, FJ 8). Será necesario
establecer, por lo tanto, para determinar si se ha vul-
nerado o no el secreto de las comunicaciones, la relación
entre el delito investigado y los usuarios de los teléfonos
intervenidos, individualizar los datos que hayan llevado
a centrar las sospechas en ellos y analizar, finalmente,
si éstas tenían algún fundamento objetivo que justificara
la adopción de la medida limitativa.

5. Pues bien, en contra de lo que se afirma en la
demanda, el Auto del Juzgado de Instrucción núm. 2
de Santander, de 30 de junio de 1992, por el que se
autoriza la intervención telefónica, cumple los requisitos
establecidos por la doctrina de ese Tribunal. Dicha reso-
lución reconoce que en el caso que en ella se considera
resulta violado el derecho fundamental por no haberse
hecho referencia al acordar una intervención de comu-
nicaciones «ni [a] las personas afectadas», «ni [al] hecho
punible investigado», «ni [a] las razones que determi-
naron la adopción de tal medida», «ni tampoco [a] cuál
era la finalidad perseguida con [el] mandamiento judi-
cial» (FJ 8). En el Auto se responden a todas estas pre-
guntas, pues se incluye una expresa referencia al inves-
tigado, don José Antonio Martino Gutiérrez; al hecho
punible, la comisión de un delito de contrabando; a las
razones de la adopción, el descubrimiento de hechos
y circunstancias de interés; e (implícitamente) a la fina-
lidad perseguida, la investigación de la comisión del deli-
to por el investigado. A mayor abundamiento en el Auto
se contaba con la petición de la intervención y el informe
del Servicio de Vigilancia Aduanera, donde se explicaban
con mayor detenimiento las razones de la intervención
y los hechos que se conocían hasta el momento; se
ponía de manifiesto la dedicación del ahora recurrente
a la actividad contrabandista desde tiempos pretéritos,
lo que justificaba con la referencia a actuaciones ante-
riormente seguidas contra él; se dejaba constancia de
su lugar de residencia, vehículos utilizados, forma de
realización de la actividad (al principio como repartidor
por cuenta de otras personas que se identificaban y de
las que se exponían sus antecedentes relacionados con
la materia); se aportaban datos de los bienes que había
adquirido; de su posterior dedicación, ya de forma autó-
noma, al contrabando; de las personas que han trabajado
para él; de las intervenciones de géneros dedicados a
su ilícita actividad; de la zona geográfica en la cual la
ha desarrollado; etc. Y, junto a todos estos extremos,
queda también constancia en las actuaciones del cono-
cimiento adquirido por el ahora recurrente, tanto de los
funcionarios que integran la unidad que ha investigado
su comportamiento, como de los medios materiales uti-

lizados por ellos, lo que, unido a la pluralidad de personas
que eran contratadas para las actividades de transporte
de los alijos, dificultó considerablemente los seguimien-
tos a realizar.

Por tanto resulta evidente que, en el presente caso,
la resolución judicial de autorización ha sido suficien-
temente motivada, al estar integrada con los datos ofre-
cidos por el Servicio de Vigilancia Aduanera en la soli-
citud de autorización y admitirse la posibilidad de integrar
en el análisis de la resolución judicial la solicitud a la
que ésta responde. En particular, como aquí sucede,
cuando el órgano judicial no obra por impulso propio
sino que accede a la petición de las autoridades policiales
asumiendo las razones expuestas por éstas (SSTC
200/1997, de 24 de noviembre, FJ 4; 49/1999, de
5 de abril, FJ 10; y 139/1999, de 22 de julio, FJ 2).

6. Ahora bien, en la queja del actor sobre la falta
de motivación de los Autos judiciales que habilitaban
las intervenciones telefónicas se hace hincapié en que
los Autos por los que se acordaron las prórrogas no
pueden ser motivados por referencia al oficio policial
en el cual se solicitaba la inicial intervención; por lo que
estas segundas resoluciones judiciales resultan, en con-
secuencia, nulas.

Al respecto conviene recordar que este Tribunal ha
señalado que las condiciones de legitimidad de la limi-
tación del derecho al secreto de las comunicaciones afec-
tan también a las resoluciones de prórroga, y, respecto
de ellas, además debe tenerse en cuenta que la moti-
vación ha de atender a las circunstancias concretas
concurrentes en cada momento que legitiman la res-
tricción del derecho, aun cuando sólo sea para poner
de manifiesto la persistencia de las razones que, en su
día, determinaron la inicial decisión de intervenir las
comunicaciones del sujeto investigado, pues sólo así
dichas razones pueden ser conocidas y supervisadas
(STC 181/1995, FJ 6). A estos efectos no es suficiente
una motivación tácita o una integración de la motivación
de la prórroga por aquella que se ofreció en el momento
inicial. La necesidad de control judicial de la limitación
del derecho fundamental exige aquí, cuando menos, que
el Juez conozca los resultados de la intervención acor-
dada para, a su vista, ratificar o alzar el medio de inves-
tigación utilizado [STC 49/1999, FJ 11 y 171/1999,
FJ 8 c) y 138/2001, FJ 6].

Analizando los cuatro Autos del Juzgado de Instruc-
ción núm. 2 de Santander que prorrogaron la inicial inter-
vención decretada por el Auto de 30 de junio de 1992
se observa que todos ellos (de fechas 31 de julio, 1
de septiembre, 6 de octubre y 3 de noviembre de 1992)
hacen referencia a otros tantos oficios del Coordinador
Regional del Servicio de Vigilancia Aduanera, los cuales
comienzan señalando «como continuación de mi escrito
de fecha 30 de junio de 1992», y solicitan la prórroga
haciendo referencia «al estado actual de las investiga-
ciones que se realizan, y de las cuales se ha informado
oportunamente a su ilustrísima». Los Autos indican tam-
bién que sobre los hechos se «están practicando activas
diligencias policiales», por lo que, se añade en ellos, «exis-
ten fundados indicios de que mediante la prórroga de
treinta días más ... pueden descubrirse hechos y circuns-
tancias de interés sobre la comisión de un delito de
contrabando». Además en todos los Autos vuelven a
especificarse los números de teléfonos sujetos a la inter-
vención y el nombre de su titular.

Tiene razón el Ministerio Fiscal al poner reparos a
lo escueto o conciso de esta fundamentación, pues las
decisiones judiciales sobre prórrogas de intervenciones
telefónicas, para que satisfagan las exigencias consti-
tucionales de motivación, han de expresar las circuns-
tancias concretas concurrentes en cada momento que
aconsejan la continuidad de la medida anteriormente
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acordada. Y, sin embargo, en las actuaciones no obra
diligencia alguna en la que se especifique, en términos
concretos y precisos, cuál era el estado de la investi-
gación ni en qué consistió la información ofrecida al
Juez, pues en las actuaciones sólo constan los ya rese-
ñados y concisos oficios del Coordinador Regional del
Servicio de Vigilancia Aduanera solicitando las prórrogas
de las intervenciones telefónicas y los poco expresivos
Autos concediéndolas.

El hecho resulta, si se quiere, más inexplicable por
cuanto desde el principio de dichas intervenciones se
fueron detectando datos de indudable interés, que dieron
lugar a una multitud de aprehensiones de géneros de
contrabando, a la tramitación de expedientes por infrac-
ciones administrativas y a la incoación de causas cri-
minales, todo lo cual no aparece incorporado a las actua-
ciones sino cuando se decide por la fuerza actuante cesar
la intervención de las comunicaciones telefónicas al
constatar que había sido detectada y era por ello inútil,
momento en el que se procede a practicar las deten-
ciones que se consideran oportunas y a remitir al Juz-
gado un atestado amplísimo explicativo de los hechos
acaecidos en los meses precedentes, al cual se adjuntan
los objetos y documentos intervenidos, las cintas resul-
tantes de las intervenciones telefónicas y sus transcrip-
ciones. La sola referencia a que «se están practicando
activas diligencias policiales» contenida en los Autos de
prórroga no es motivación suficiente para legitimar el
mantenimiento de la medida de intervención, pues en
estos casos deben explicitarse y ponderarse las concre-
tas circunstancias concurrentes en cada momento, así
como el conocimiento adquirido a través de la ejecución
de la medida inicialmente prevista (SSTC 181/1995,
FJ 6; 49/1999, FJ 11; y 171/1999, FJ 5). Además
ha de exigirse, cuanto menos, que el Juez conozca los
resultados de la intervención acordada para que, a su
vista, acuerde fundamentadamente la ratificación o el
alzamiento del medio de investigación utilizado.

Pues bien, nada de eso existe en los Autos de 31
de julio, 1 de septiembre, 6 de octubre y 3 de noviembre
de 1992 del Juzgado de Instrucción núm. 2 de San-
tander, y el contenido de estas resoluciones judiciales
no puede entenderse integrado por la remisión al oficio
inicial del Servicio de Vigilancia Aduanera solicitando
la intervención telefónica, ya que el Juez debió haber
hecho referencia a los resultados obtenidos en la inves-
tigación para, si a la vista de ellos resultaba así justi-
ficable, ratificar la medida. En definitiva, cabe concluir
que se ha producido la vulneración denunciada del dere-
cho al secreto de las comunicaciones y, en consecuencia,
los Autos de prórroga han de ser anulados.

7. Por último el demandante de amparo también
entiende que ha existido un deficiente control judicial
en la incorporación a la investigación de las escuchas.
Debe aquí recordarse, en primer lugar, que hemos dicho
(últimamente en las SSTC 121/1998, de 15 de junio,
FJ 5; 166/1999, de 27 de septiembre, FJ 2; 236/1999,
de 20 de diciembre, FJ 4, 122/2000, de 16 de mayo,
FJ 3; 126/2000, de 16 de mayo, FJ 9, y 14/2001,
de 29 de enero, FJ 4) que no constituyen una vulneración
del derecho al secreto de las comunicaciones las irre-
gularidades cometidas en el control judicial a posteriori
del resultado de las intervenciones telefónicas practica-
das, pues dichas irregularidades no tienen lugar durante
la ejecución del acto limitativo de derechos, sino en el
momento de la incorporación de su resultado a las actua-
ciones sumariales. En definitiva, todo lo que respecta
a la entrega y selección de las cintas grabadas, a la
custodia de los originales y a la transcripción de su con-
tenido no forma parte de las garantías derivadas del
art. 18.3 CE, sin perjuicio de su relevancia a efectos
probatorios, pues es posible que la defectuosa incor-

poración a las actuaciones del resultado de una inter-
vención telefónica legítimamente autorizada no reúna
las garantías de control judicial y contradicción suficien-
tes como para convertir la grabación de las escuchas
en una prueba válida para desvirtuar la presunción de
inocencia (SSTC 121/1998, FJ 5; 151/1998, FJ 4, y
49/1999, FFJJ 12 y 13).

Y, en segundo lugar, y en todo caso, ha de tenerse
presente también que el control judicial puede resultar
ausente o deficiente en caso de falta de fijación judicial
de los períodos en los cuales debe darse cuenta al Juez
de los resultados de la restricción, así como en caso
de su incumplimiento por la policía. Igualmente ha de
entenderse que queda afectada la constitucionalidad de
la medida si, por otras razones, el Juez no efectúa un
seguimiento de las vicisitudes del desarrollo y del cese
de la intervención telefónica, y si no conoce el resultado
obtenido en la investigación (SSTC 49/1999, FJ 5;
166/1999, FJ 3; 236/1999, FJ 3; 122/2000, FJ 3;
y 299/2000, FJ 7).

En el presente caso la cuestión del control ulterior
es abordada por la Sentencia de instancia en el fun-
damento de Derecho primero, in fine, al señalar que
«la tardanza en la puesta a disposición de las cintas
carece de relevancia, puesto que lo importante es que
no se haya cuestionado su autenticidad y que se haya
practicado la correspondencia entre las mismas y la
transcripción mecanográfica, como así consta por dación
de fe y testimonio del Secretario Judicial que obra al
folio 132». En estas mismas ideas incide la Audiencia
Provincial, al resolver la apelación, cuando en el fun-
damento de Derecho segundo se remite expresamente
a las razones ya expuestas en el Auto de 13 de febrero
de 1995, que resolvió la misma cuestión cuando fue
suscitada en fase de instrucción, y abundando en que
los Autos de prórroga responden a las solicitudes del
Servicio de Vigilancia Aduanera «a través de las que
se constata la previa existencia de información al Juez
—lo que significa control de la medida—, información
cuyo contenido queda documentado con la transcripción
de las conversaciones telefónicas que obran en la causa».

8. Pues bien, después de lo señalado en los ante-
riores fundamentos jurídicos, no nos queda más que aña-
dir que, anulados los Autos de prórroga, la valoración
de las pruebas obtenidas con vulneración de derechos
fundamentales sustantivos o de otras pruebas que sean
consecuencia de dicha vulneración lesionaría, de una
parte, el derecho al proceso con todas las garantías
(SSTC 114/1984, de 29 de noviembre, FFJJ 2 y 3;
81/1998, FJ 2; 49/1999, FJ 12 y 149/2001, de 27
de junio, FJ 7), y, de otra, si la condena se hubiera sus-
tentado exclusivamente en dichas pruebas ilícitas, el
derecho a la presunción de inocencia. Como declaramos
en las SSTC 49/1999, FJ 15, y 149/2001, FJ 7, deter-
minar si, excluidas dichas pruebas, restan o no otras
constitucionalmente legítimas capaces de sustentar la
declaración de culpabilidad y la condena del recurrente
constituye una función que corresponde cumplir al Tri-
bunal juzgador, y, en consecuencia, se han de retrotraer
las actuaciones al momento anterior a la formulación
de la pretensión acusatoria y de la proposición de prueba
para que si, aun excluida la obtenida a raíz de las escu-
chas inicialmente cubiertas por los Autos anulados, con
la restante se mantuviera la acusación, pueda el órgano
judicial competente adoptar la resolución que resulte
constitucional y legalmente procedente.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,
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Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don José Antonio
Martino Gutiérrez, y en su virtud:

1.o Reconocer que ha sido vulnerado el derecho del
recurrente al secreto de las comunicaciones (art. 18.3 CE).

2.o Restablecerle en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de los Autos del Juzgado de Instrucción núm.
2 de Santander de 31 de julio, 1 de septiembre, 6 de
octubre y 3 de noviembre de 1992, y retrotraer las actua-
ciones al momento y con las consecuencias indicadas
en el fundamento jurídico 8.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a quince de octubre de dos mil
uno.—Carles Viver Pi-Sunyer.—Rafael de Mendizábal
Allende.—Julio Diego González Campos.—Tomás S. Vives
Antón.—Vicente Conde Martín de Hijas.—Guillermo Jimé-
nez Sánchez.—Firmado y rubricado.

21706 Sala Segunda. Sentencia 203/2001, de 15
de octubre de 2001. Recursos de amparo
3900/98, 3902/98, 3903/98 y 3904/98
(acumulados). Promovidos por don Joan Sau-
ra Laporta, frente a los Acuerdos de la Mesa
del Congreso de los Diputados que inadmi-
tieron a trámite solicitudes de información a
la Administración General del Estado, sobre
expedientes de infracción instruidos por la
Agencia Estatal de Administración Tributaria.

Vulneración de los derechos a participar en
los asuntos públicos y al ejercicio del cargo
parlamentario: inadmisión motivada de soli-
citud de información a la Administración públi-
ca para preservar la reserva de datos tribu-
tarios, que carece de justificación (STC
161/1988).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente, don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

E n l o s r e c u r s o s d e a m p a r o a c u m u l a d o s
núms. 3900/98, 3902/98, 3903/98 y 3904/98, pro-
movidos por don Joan Saura Laporta, representado por
la Procuradora doña María Teresa Uceda Blasco y asis-
tido por el Letrado don José Luis de Francisco, contra
el Acuerdo de la Mesa del Congreso, de 28 de abril
de 1998, que inadmite a trámite solicitud de información
a la Administración General del Estado, confirmado por
Acuerdo de dicha Mesa, de 9 de junio de 1998. Ha
intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido parte el Letrado
de las Cortes Generales don Fernando Sainz Moreno,
en representación del Congreso de los Diputados. Ha
sido Ponente el Magistrado don Julio Diego González
Campos, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escritos registrados en este Tribunal el
día 4 de septiembre de 1998, doña María Teresa Uceda
Blasco, Procuradora de los Tribunales, en nombre y repre-
sentación de don Joan Saura Laporta, interpuso los recur-
sos de amparo contra los Acuerdos de la Mesa del Con-
greso de los Diputados de los que se ha hecho mención
en el encabezamiento.

2. Los hechos en los que se fundamentan las
demandas de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Con fecha 22 de abril de 1998, el Sr. Saura Lapor-
ta, al amparo de lo dispuesto en el art. 7 del Reglamento
de la Cámara, presentó en el Registro del Congreso de
los Diputados solicitud de informe sobre el resultado
y fecha del Acuerdo de terminación de los expedientes
por infracción fiscal instruidos autónomamente por el
Área de Servicios Especiales y Auditoría de la Agencia
Estatal de Administración Tributaria, con inicio en los
años 1994 (rec. núm. 3900/98, relativo al expedien-
te 186/001329), 1996 (rec. núm. 3902/98, relativo
al expediente 186/001331), 1995 (rec. núm. 3903/98,
relativo al expediente 186/001330) y 1993 (rec.
núm. 3904/98, relativo al expediente 186/001328).

b) En su reunión de 28 de abril de 1998, la Mesa
de la Cámara inadmite a trámite la solicitud de infor-
mación «por considerar que los datos solicitados se
encuentran comprendidos en el ámbito de reserva aco-
tado por el artículo 113.1 de la Ley General Tributaria...».

c) Al amparo de lo dispuesto en el art. 31.2 del
Reglamento del Congreso de los Diputados, por escrito
de 21 de mayo de 1998 instó el solicitante una recon-
sideración de lo acordado que —tras varios empates—
es desestimada por una única Resolución de la Mesa,
de fecha 9 de junio de 1998, que se le notificó el día
27 de julio siguiente.

3. En las demandas de amparo, idénticas —salvo
por lo que a la identificación del respectivo expediente
se refiere—, se aduce una vulneración del derecho al
acceso y ejercicio de cargos públicos (art. 23.2 CE) que
se imputa a las Resoluciones impugnadas.

Partiendo de lo dispuesto en el art. 7 del Reglamento
del Congreso de los Diputados (RCD), en donde se reco-
noce a los Diputados la facultad de «recabar de las Admi-
nistraciones Públicas los datos, informes o documentos
que obren en poder de éstas», por conducto de la Pre-
sidencia del Congreso —quedando la Administración obli-
gada a «facilitar la documentación solicitada o manifestar
al Presidente del Congreso, en plazo no superior a treinta
días y para su más conveniente traslado al solicitante,
las razones fundadas en Derecho que lo impidan»— y
del art. 113.1 e) LGT donde se dispone que «Los datos,
informes o antecedentes obtenidos por la Administración
tributaria en el desempeño de sus funciones tienen carác-
ter reservado y sólo podrán ser utilizados para la efectiva
aplicación de los tributos o recursos cuya gestión tenga
encomendada, sin que puedan ser cedidos o comuni-
cados a terceros, salvo que la cesión tenga por objeto:
e) La colaboración con las comisiones parlamentarias
de investigación en el marco legalmente establecido»,
y con apoyo en la jurisprudencia de este Tribunal relativa
al art. 23.2 CE (en lo sustancial, STC 161/1988), sos-
tiene el recurrente que la negativa a dar trámite a la
solicitud de información que se impugna ha obstado
la actividad de control del Gobierno sobre la base, no
de incumplimiento alguno de los requisitos reglamen-
tarios, sino de una supuesta ilicitud, en virtud de la legis-
lación tributaria.

La Mesa de la Cámara —prosigue diciendo el recurren-
te— no podría enjuiciar ni someter a un control de opor-
tunidad una iniciativa que integra el ius in officium, el


